
 

 

EL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA FAVORECE UNA 
VEZ MÁS LA CENTRALIZACIÓN EN DETRIMENTO DE  

ESTADOS Y MUNICIPIOS 

Cosimina Pellegrino  y Laura Louza Scognamiglio  

Resumen: El máximo tribunal del país viene implementando un proceso de rever-
sión de la descentralización del poder político y administrativo que atenta contra 
el espíritu y letra de la Constitución de 1999. Desde el rechazo de la propuesta de 
la reforma constitucional en 2007, el Gobierno nacional con el apoyo del Tribunal 
Supremo de Justicia ha menospreciado a las gobernaciones y alcaldías, con el ob-
jetivo de centralizar aún más el poder. Existe una batería de decisiones jurispru-
denciales que desde hace tiempo propugna la eliminación de la descentralización. 
En la sentencia Nº 469 del 2 de agosto de 2022, la Sala Constitucional desechó un 
recurso de nulidad que la Gobernación de estado Miranda presentó contra la re-
forma de los artículos 8, 9, 13 y 14 de la Ley Orgánica de Descentralización, De-
limitación y Transferencia de Competencias del Poder Público, que la Asamblea 
Nacional, controlada por el oficialismo, aprobó en 2009. 
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Abstract: The country's highest court has implemented a process to reverse the 
decentralization of political and administrative power, which violates the spirit and 
letter of the 1999 Constitution. Since the rejection of the constitutional reform pro-
posal in 2007, the national government, with the support of the Supreme Court, has 
diminished the governorships and mayorships in order to further centralize power. 
There is a series of jurisprudential decisions that have long advocated the elimina-
tion of decentralization. In Ruling Nº 469 of August 2, 2022, the Constitutional 
Chamber rejected an appeal for annulment filed by the Miranda state government 
against the reform of Articles 8, 9, 13 and 14 of the Organic Law on Decentraliza-
tion, Delimitation and Transfer of Public Power, approved in 2009 by the National 
Assembly controlled by the ruling party. 
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«La República Bolivariana de Venezuela es un Estado Federal descentralizado en los 
términos consagrados en esta Constitución, y se rige por los principios de integridad territo-
rial, cooperación, solidaridad, concurrencia y corresponsabilidad». Pese a que esto establece 
el artículo 4 de la Constitución de 1999, los gobiernos de Hugo Chávez y de Nicolás Maduro 
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han dado importantes pasos para concentrar todo el poder en Caracas, con el visto bueno del 
Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) en contra de la carta magna. 

El último clavo en el ataúd del proceso de descentralización administrativa puesto en 
marcha a finales de la década de los 80 lo colocó la Sala Constitucional en su sentencia n.º 
469 del 2 de agosto de 20221.  

En el fallo, redactado por el ahora embajador ante la Corte Penal Internacional, Calixto 
Ortega, se desechó un recurso de nulidad que la Gobernación de estado Miranda, entonces 
encabezada por el opositor Henrique Capriles Radonski, interpuso contra la reforma de los 
artículos 8, 9, 13 y 14 de la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferencia 
de Competencias del Poder Público (en lo sucesivo Ley de Descentralización), que la Asam-
blea Nacional (AN), controlada por el oficialismo, aprobó en 2009. 

La Sala ni siquiera entró a analizar las denuncias en relación a que la modificación impug-
nada atentaba contra el modelo de Estado previsto en la Constitución, al permitirle al Ejecutivo 
nacional revertir el proceso de transferencia de competencias a las entidades federales. ¿La 
razón? Declaró la «perención de la instancia y la extinción del proceso», en virtud de que desde 
2016 el accionante no había mostrado interés alguno en que el mismo se resolviera. 

«Escurriendo el bulto» 

La instancia no explicó en su decisión los motivos por los cuáles en casi trece años no 
había sido capaz de resolver la demanda contra la reforma a la Ley de Descentralización. De 
acuerdo con la información suministrada por la Sala en su propio fallo, en noviembre de 2009 
admitió a trámite la petición que le presentara el entonces procurador de Miranda, Rafael 
Guzmán, y a partir de allí hubo una serie de trámites que se paralizaron sin explicación algu-
na en diciembre de 2013.  

A pesar del congelamiento de la causa, el accionante insistió en solicitar un pronuncia-
miento en al menos cinco ocasiones entre 2013 y 2015, un pedimento que fue respaldado por 
la Defensoría del Pueblo desde 2015 hasta 2019 y por los representantes de la Gobernación 
de Carabobo en un período de tiempo similar. 

Sin embargo, la Sala ignoró estas solicitudes y el pasado 2 de agosto consideró que ya 
no había interés en un pronunciamiento. Con esta decisión, el máximo juzgado evitó aclarar 
si la ley viola o no las potestades de los estados y municipios, con lo cual ha permitido en la 
práctica que cualquier eventual vulneración ocurra. 

Otro golpe más 

La Sala Constitucional había demostrado en los últimos tres lustros no estar a favor del 
proceso de descentralización administrativa, a pesar de lo establecido por la Constitución. 

La sentencia n. 565 del 14 de abril de 20082 es un ejemplo de lo señalado anteriormente. 
En dicha decisión, la instancia declaró que el Ejecutivo nacional podía revertir la transferen-
cia de la administración de carreteras, autopistas, puertos y aeropuertos que estaban en manos 
de las entidades federales, tras interpretar de manera distinta a lo que establece el numeral 10 
del artículo 164 de la Constitución, cuyo texto señala que es una competencia exclusiva de 
los estados «la conservación, administración y aprovechamiento de carreteras y autopistas 
nacionales, así como de puertos y aeropuertos de uso comercial, en coordinación con el Eje-
cutivo Nacional». 

 
1  https://accesoalajusticia.org/wp-content/uploads/2022/09/SC-nro.-0469-02-08-2022.pdf 
2  http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/abril/565-150408-07-1108.HTM 


